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Exp. 941/2022-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 941/2022/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ; DIRECCION GENERAL DE DICHO ORGANISMO.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., nueve de febrero del dos mil veintitrés. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 941/2021/2, promovido por la persona moral denominada ********** por conducto de su Apoderado legal **********, y,

R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintinueve de septiembre del dos mil veintidós, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), por el acto que a continuación se precisa:

“La nulidad del oficio sin número de fecha 23 de agosto de 2022, emitido por la Dirección General del Organismo Intermunicipal Metropolitano De Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en el que resolvió desechar el recurso de revisión interpuesto por mi representada en contra del oficio número **********, de fecha 29 de junio de 2022, emitido por el Director de Comercialización del propio Organismo, al determinar un crédito fiscal por la cantidad de ********** a cargo de la actora, por concepto de descarga de contaminantes a la red de drenaje municipal.”
II.- Mediante proveído de siete de octubre del dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a su derecho conviniera, apercibidas que si no contestaban la demanda dentro del plazo legal que les fue señalado, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y se les tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

III.- En acuerdo dictado con fecha veinticuatro de noviembre del dos mil veintidós, se tuvo al licenciado **********, en su carácter de Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS) por contestada la demanda y por objetando las pruebas ofrecidas por la parte actora en cuanto a su alcance y valor probatorio; en este sentido, con una copia simple del oficio de contestación, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

A la parte actora se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en: 
· Copia certificada del instrumento ********** del volumen **********, con ejercicio en esta ciudad capital.
· Oficio sin número de fecha veintitrés de agosto de dos mil veintidós, emitido por la Dirección General del Organismo Intermunicipal Metropolitano De Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); mediante el cual se desecha el recurso de revisión interpuesto por la parte actora; así como la cédula de notificación de veinte de septiembre del año en curso.
· Oficio número **********, de fecha 29 de junio de 2022, emitido por el Director de Comercialización del propio Organismo, que determina un crédito fiscal por la cantidad de ********** a cargo de la actora, por concepto de descarga de contaminantes a la red de drenaje municipal.
· Acuse de recibo de fecha trece de julio de dos mil veintidós, respecto del recurso de revisión interpuesto por la parte actora ante la autoridad demandada.

A la autoridad demandada se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· Copia certificada de su nombramiento de fecha diecinueve de octubre del dos mil veintiuno.
· Confesional expresa que se detalla en el punto 2 del capítulo de su oficio de contestación.
· Presuncional legal y humana.
· Instrumental de actuaciones.
Finalmente, visto el estado que guardan los autos, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las diez horas del diecisiete de enero de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita. 

IV.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos de esta Segunda Sala Unitaria, dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, e hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el presente caso comparece a juicio la persona moral denominada -**********- por conducto de su Apoderado Legal, **********, quien justifico tener la representación de la moral accionante, en términos de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado; a través de la copia certificada que exhibió con su demanda, del instrumento noventa y cuatro mil seiscientos cincuenta y cuatro, volumen cuatro mil ciento siete, del protocolo a cargo del Notario Público 4, con ejercicio en esta ciudad capital (visible a fojas 7 a la 15).
La persona moral en referencia comparece a impugnar el oficio sin número de fecha 23 de agosto de 2022, emitido por la Dirección General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en el que resolvió desechar el recurso de revisión interpuesto por la persona moral hoy actora -**********- en contra del oficio número **********, de fecha 29 de junio de 2022, emitido por el Director de Comercialización del propio Organismo, en el que se determina un crédito fiscal por la cantidad de ********** a cargo de la actora, por concepto de descarga de contaminantes a la red de drenaje municipal. (ver foja 16 a la 22); por lo que la parte accionante tiene interés legítimo para acudir a este juicio contencioso administrativo a solicitar su nulidad.
Por su parte la autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, compareció por conducto del licenciado **********, en su carácter de Director Jurídico de dicho Organismo, acompañando copia certificada del nombramiento expedido a su favor, el cual obra agregado a fojas 46 de autos.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de determinación contenida en el oficio sin número de fecha 23 de agosto de 2022, emitido por el Dirección General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en el que resolvió desechar el recurso de revisión interpuesto por la persona moral hoy actora -**********- en contra del oficio número **********, de fecha 29 de junio de 2022, emitido por el Director de Comercialización del propio Organismo, en el que se invita a la parte actora a efectuar el pago por la cantidad de ********** por concepto de descarga de contaminantes a la red de drenaje municipal.
CUARTO.- Estudio de Improcedencia y Sobreseimiento.-  Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido se advierte que la demandada no hizo valer ninguna causal de improcedencia en el juicio y de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna que se haga valer de oficio, por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 03 a la 06 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."

SEXTO.- Como quedó reseñado en el considerando tercero de la presente resolución el acto impugnado lo es, el acuerdo dictado por el Director General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en el que determino desechar el recurso de revisión interpuesto en contra del oficio número **********, de fecha 29 de junio de 2022, emitido por el Director de Comercialización del citado Organismo.
En ese sentido, se estima conveniente destacar que la resolución del presente asunto se hará tomando en consideración el principio de Litis abierta aplicable al procedimiento contencioso administrativo, por lo que en tal virtud, no obstante que la parte actora señala como acto impugnado la resolución dictada por el Organismo demandado mediante la cual resuelve desechar el Recurso de Revisión, interpuesto por la persona moral actora, en contra del oficio número **********(invitación de pago); en su caso, se analizaran los conceptos de impugnación que se hayan formulado tanto en contra de la resolución del recurso, como del acto de origen. 
Lo anterior con apoyo en el criterio establecido en la Jurisprudencia emitida por Plenos de Circuito, cuyos datos de localización rubro y contenido enseguida se cita.
LITIS ABIERTA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE EN EL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO REGULADO POR LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE QUINTANA ROO.

El procedimiento contencioso administrativo en el Estado de Quintana Roo, posee rasgos de un procedimiento inquisitivo, en la medida en que el legislador lo estableció como de orden público e interés social, con facultades de la Sala Constitucional y Administrativa del Tribunal Superior de Justicia de la entidad para indagar la verdad, a través del requerimiento de pruebas y del libre interrogatorio; en el que puede pronunciarse en la sentencia, no sólo respecto de las pretensiones de las partes, sino de los elementos de validez del acto o resolución impugnado, como es la competencia y la fundamentación y motivación. Así, cuando la pretensión del actor en la demanda de nulidad consiste en que se aborden aspectos de la resolución controvertida en sede administrativa, por haber mejorado los argumentos expuestos ante la enjuiciada, o expuesto incluso otros novedosos, la Sala puede realizar su estudio, bajo el principio de litis abierta, en caso de proceder, precisamente porque la pretensión del actor es obtener un pronunciamiento sobre ello, otorgándose a la autoridad demandada la oportunidad de defenderse, al formular su contestación; además, porque con ello se logra un pronunciamiento no sólo de aspectos formales del acto o de la resolución impugnado, sino que se procura una resolución de fondo de la controversia, lo que deriva de los artículos 193 a 196 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Quintana Roo, aplicados conforme al derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido en los artículos 1o. y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 8, numeral 1, y 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues es la resolución de fondo, bajo el principio de litis abierta, la que otorga la máxima aplicación de dicho derecho fundamental, bajo la perspectiva de acceso a una justicia completa.

Ahora bien, atendiendo al principio de mayor beneficio establecido en el artículo 252, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, esta Juzgadora procede a analisar los argumentos que hace valer el accionanate como agravios Segundo y Tercero de su escrito inicial de demanda, cuyo analisis sera de manera conjutna por estar vinculados entre si, debido a que en ambos se refiere a la invitacion de pago, en los cuales el representante legal de la persona moral demandante en sintesis expuso lo siguiente:
i) Que la resolución impugnada viola el articulo 16 Constitucional, es ambigua y contraditoria, porque la demandada desecho el recurso de revision interpuesto argumentando que el acto materia del recurso no constituye una resolucion de carácter definitivo al ser un invitacion de pago, que corresponde a un acto declarativo en el que se exhorta a la ahora actora a cubir el pago omitido y que por tanto no se ocasiona ningun perjuicio a la esfera juridica del entonces recurrente; pero que ella misma refier que en la invitacion de pago solo señala la cantidad que obra en los registros de la exhactora y que la misma se tendra en cuenta cuando se ejerza sus facultades de comprobacion; 
ii) Que tambien señala que la emisora del acto que el recurso es ineficaz por no estar dentro de ninguan de las hipotesis del articulo 164 del Codigo Procesal Administrativo, al no haber combatido el acto de origen que motivo la emision de la citada carta de invitacion de pago y que por tanto resulta extemporaneo;
iii) Que en el recurso de revisión que le fue desechado, la parte actora hizo valer como agravio segundo, que en su caso se actualiza la caducidad de las facultades de comprobación prevista en el artículo 37 del Código Fiscal del Estado, ya que de acuerdo al contenido de la citada norma, si en el caso el organismo demandado determina un adeudo por la cantidad de ********** correspondiente a los periodos comprendidos de los trimestres 01 al 04 del ejercicio 2014 al  01 al 04 del ejercicio 2015; 01 al 04 del ejercicio 2017; 01 al 04 del ejercicio 2014 y 01 al 04 de ejercicio 2018 es evidente que la facultad para determinar el adeudo se encuentra extinguida por el transcurso del tiempo por lo que toca a los bimestres 01 al 04 de 2014, 01 al 04 de 2015, 01 al 04 de 2016 y 01 de 2017.
Por su parte la autoridad demandada en su contestación de demanda sostiene la legalidad del acto y al efecto arroja la carga al actor del juicio para que acredite la ilegalidad del acto impugnado; además de que sostiene que el desechamiento del recurso de revisión que ahora se impugna se encuentra debidamente fundado y motivado, que el oficio que se impugno medio del citado recurso no se encuentra dentro de las hipótesis previstas en el artículo 164 del Código Procesal Administrativo en el Estado, porque lo que está combatiendo es la invitación de pago y no el acto de origen que la motivo, sin perjuicio de que tomando como fecha el acto de origen, el recurso se encuentra extemporáneo; que además el oficio materia del recurso de revisión es solamente una invitación de pago mediante la cual se le hace de su conocimiento la cantidad que adeuda  por concepto de descarga de contaminantes  a la red de drenaje, pero que no ocasiona un perjuicio real a la esfera jurídica del accionante, pues solo tiene como fin exhortar al promovente a corregir su situación fiscal, presentándole una propuesta de pago que no le ocasiona agravio real en la medida en que únicamente se le señala una cantidad que obra en sus registros, la cual solo será tomada en cuenta al ejercer las facultades de comprobación por parte del organismo demandado.

A Juicio de la Magistrada titular de esta Segunda Sala Unitaria; los argumentos del actor que hace a manera de agravio y que han quedado precisados, resultan FUNDADOS en virtud de los siguientes razonamientos;
En primer término es conveniente remitirnos al contenido del artículo 130 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que es el siguiente.
ARTÍCULO 130. Los interesados afectados por los actos y resoluciones de las autoridades administrativas que pongan fin al procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, podrán a su elección interponer el recurso de revisión previsto por este Código o intentar el juicio de nulidad Ante el tribunal.
Del normativo transcrito se desprende que el recurso de revisión procede en contra de los actos o resoluciones definitivas que: a) Pongan fin al procedimiento administrativo, b) Pongan fin a una instancia y c) Resuelvan un expediente.
De tal manera que para la procedencia del recurso de revisión  invariablemente se requiere que exista una actuación de una autoridad administrativa que determine, ordene o ejecute un mandato en agravio de los particulares y que constituya por ende una resolución definitiva, misma que es definida en el artículo 3° fracción XX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por:

…

XX. Resolución Administrativa: acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas; tendrá igualmente ese carácter para efectos de su impugnación, la negativa ficta en caso del silencio de la autoridad competente;…”
(El resaltado en negrillas es propio)
Precisado el contenido y alcance del citado artículo 130 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, para una mejor comprensión del asunto conviene tener en cuenta los antecedentes del caso que se desprenden de las constancias de autos, siendo los siguientes:

1.- Mediante oficio número **********, de fecha 29 de junio de 2022, el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, determinó como adeudo registrado con dicho Organismo a cargo de la hoy actora, la cantidad de **********, por concepto de pago de descarga de contaminantes a la red de drenaje municipal correspondiente a los periodos; primero, segundo, tercero y cuarto trimestre de los años 2014, 2015, 2016, 2017 y 2018 respectivamente, señalando como plazo para realizar el pago de dicha cantidad,10 diez días hábiles contados a partir de la notificación del oficio en las oficinas de INTERAPAS dentro del horario de las 8:00 a las 15:00 horas; precisando la facultad de ese órgano de restringir o suspender el servicio por falta de pago, como también a iniciar procedimiento administrativo de ejecución de crédito fiscal, embargo de bienes y cobro de multas, recargos, actualizaciones y gastos de ejecución generados. 
2.- Por escrito presentado el 13 de julio del 2022 en las oficinas del INTERAPAS, la persona moral hoy actora representada por el Licenciado **********, interpuso recurso de revisión en contra del oficio **********, de fecha 29 de junio de 2022, emitido por el Director de Comercialización del citado organismo.
3.- Mediante resolución de fecha 23 de agosto del 2022, el Director General del citado Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, resolvió desechar el recurso de revisión interpuesto, bajo la consideración de que el acto recurrido no era una resolución definitiva susceptible de impugnación mediante dicho recurso. Siendo esta resolución la que es materia del juicio de nulidad que ahora se resuelve.
Precisados los antecedentes del caso, se obtiene substancialmente que la persona moral hoy actora interpuso recurso de revocación ante el Organismo demandado en contra del oficio **********, de fecha 29 de junio de 2022, emitido por el Director de Comercialización del citado organismo; asimismo que el citado recurso de revisión fue desechado bajo el argumento toral de que el referido oficio  -**********-, no constituye una resolución definitiva y que por tanto no se encuentra dentro de las hipótesis previstas en el artículo 164 del Código Procesal Administrativo en el Estado, al ser solo una invitación de pago en donde se hace del conocimiento la cantidad a cubrir.
Sin embargo a juicio de esta Sala Unitaria se estima que contrario a lo que sostiene la autoridad demandada, el oficio **********, de fecha 29 de junio de 2022, emitido por el Director de Comercialización del citado organismo, si contiene una resolución definitiva, toda vez que obra a fojas 30 y 31 de autos copia del mismo, el cual valorado en terminos del artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosi, a juicio de esta Juzgadora refleja la voluntad final del Organismo demandado, pues en el mismo le determina la cantidad de $2´193,014.72, por concepto de pago de descarga de contaminantes a la red de drenaje municipal correspondiente a los periodos; primero, segundo, tercero y cuarto trimestre de los años 2014, 2015, 2016, 2017 y 2018 respectivamente; un plazo de diez días para que pague dicha cantidad; lo previene con la restricción del servicio por falta de pago y le enuncia la facultad de iniciar el procedimiento de ejecución; lo cual si causa una afectación en perjuicio de la persona moral hoy demandante ya que es a partir de la notificación de la determinación del adeudo  que el particular puede interponer los recursos legales que considere cuando ve afectada su esfera jurídica, por algún acto o resolución definitiva emitida por una autoridad estatal, municipal o de uno de sus organismos descentralizados, dentro de los términos legales previstos en la norma legal correspondiente.
Para una mayor claridad del contenido del oficio en mención, se inserta el mismo en imagen digitalizada enseguida.

(Imagen digitalizada)
De la imagen inserta se advierte que si contiene una resolución definitiva, máxime que del contenido del oficio **********se desprende que la emisora del acto le señala un plazo de diez días siguientes a la notificación, para realizar el pago de la cantidad ahí determinada, precisando además, que con fundamento en los artículos 92, 122, 136, 178, 179, 180, 215, 231 fracción XVII, 232, 233, 234 y 235 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, relacionados con el artículo 10, 11, 13, 18, 19, 67, 71, 86 y 87 del Código Fiscal del Estado y 47 fracción IV y XIII del Reglamento interno del INTERAPAS el organismo está facultado para restringir o suspender el servicio por falta de pago a iniciar el procedimiento administrativo de ejecución de crédito fiscal, embargo de bienes y cobro de multas, recargos, actualizaciones y gastos de ejecución, de ahí que es evidente que si constituye una resolución definitiva, 
Es derivado de lo anterior, por lo que se concluye que el oficio **********, de fecha 29 de junio de 2022, emitido por el Director de Comercialización del citado organismo, si constituye una resolución definitiva susceptible de ser recurrida. 
En segundo lugar y como ya se señalo al inicio del presente considerando; no obstante que la parte actora señala como acto impugnado la resolución de 23 de agosto de 2022, mediante la cual se desechó el recurso de revisión promovido en contra del oficio **********;  se analizaran los conceptos de impugnación que se hayan formulado en contra del acto de origen, es decir, del citado oficio **********, lo que en el juicio administrativo, en esencia implica el principio de litis abierta.

En ese sentido, retomando los argumentos que hace el actor en los que señala que, respecto los trimestres 01 al 04 del 2014; 01 al 04 del 2015; 01 al 04 del 2017; 01 al 04 del 2014 y 01 al 04 del 2018, se actualiza la caducidad de las facultades de comprobación prevista en el artículo 37 del Código Fiscal del Estado al haberse extinguido por el transcurso del tiempo la facultad para determinar el adeudo de esos periodos; se estima que es procedente dicho argumento como enseguida se explica.

Para explicar lo anterior, primero es de  tener en consideración el contenido del artículo 178 de la Ley de Aguas del Estado que determina que  los adeudos a cargo de los usuarios y en favor de los organismos operadores municipales, intermunicipales, derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales, en los términos y para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado.

Corolario con lo anterior el Código Fiscal del Estado en su artículo artículo 37 establece la caducidad y al efecto señala el plazo de cinco años para que se extingan las facultades de las autoridades fiscales para comprobar el cumplimiento de las disposiciones fiscales, determinar las contribuciones omitidas y sus accesorios, así como para imponer sanciones por infracción a dichas disposiciones, los cuales iniciaran a partir de la fecha en que se haya presentado la información necesaria para que la autoridad hubiera podido determinar la obligación o, en su defecto, a partir de la fecha en que haya ocurrido el hecho generador de la obligación o vencido el plazo para su cumplimiento; dicho normativo textualmente señala lo siguiente. 

ARTICULO 37.- Las facultades de las autoridades para comprobar el cumplimiento de obligaciones fiscales de pago de contribuciones y accesorios, así como presentación de declaraciones, avisos y documentos, al igual que para determinar créditos fiscales, caducan en cinco años, contados a partir de la fecha en que se haya presentado la información necesaria para que la autoridad hubiera podido determinar la obligación o, en su defecto, a partir de la fecha en que haya ocurrido el hecho generador de la obligación o vencido el plazo para su cumplimiento. 

El plazo de caducidad, podrá ser de diez años en los casos en que el contribuyente no se haya inscrito en el padrón o registro correspondiente o no conserve en el plazo legal, la contabilidad o documentación a que esté obligado. 

El plazo de caducidad se suspende durante el ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad y durante la tramitación de los medios de defensa y juicios a que tenga derecho el contribuyente. En todo caso, el plazo de caducidad, incluyendo las suspensiones, no podrá exceder de diez años. 

Los contribuyentes podrán solicitar a la autoridad fiscal que se declare expresamente la caducidad de sus facultades de comprobación o determinación respecto de una obligación concreta, así como oponer como excepción este derecho en los medios de defensa.

El énfasis es añadido

Del artículo anteriormente trascrito, se señala que para que proceda la caducidad de las facultades de la Autoridad demandada para determinar un crédito fiscal, resulta indispensable que se tengan que cumplir los siguientes supuestos:
1).- Que haya trascurrido cinco años, a partir de la fecha en que la Autoridad demandada hubiera podido determinar la obligación, o, en su defecto haya ocurrido el hecho generador de la obligación.

2).- Que dicho término no se haya suspendido, es decir, con el ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad y durante la tramitación de los medios de defensa y juicios a que tenga derecho el contribuyente.

En este orden de ideas, se tiene que la parte Actora, manifiesta en su agravio tercero, que se encuentra dentro de dichas hipótesis, es decir que han transcurrido cinco años, y que dicho termino no se ha suspendido.
Lo anterior es una presunción de legalidad por parte de la Actora, ya que la Autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda, no hace ningún argumento, que combata el medio de impugnación realizado, por lo que se presumen por cierto lo manifestado en dicho apartado, es decir, en cuanto a que ha caducado la facultad de la Autoridad demandada para determinar el crédito fiscal. 
En consecuencia, el parámetro que debe tomarse en cuenta para el computo del término previsto por el artículo 37 del  Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí invocado, debe computarse a partir de la fecha en que la Autoridad demandada estuvo en condiciones de llevar a cabo la determinación del crédito fiscal, es decir a partir de la fecha en que la Autoridad demandada haya podido haber cobrado mediante el Procedimiento Administrativo de Ejecución, de conformidad con lo previsto en los artículos 178 y  179, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el articulo 23 y 24 de  Ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de Servicios Públicos del Organismo Operador Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de, Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., los cuales establecen lo siguiente:
“ARTICULO 178. Los adeudos a cargo de los usuarios y en favor de los organismos operadores municipales, intermunicipales o, en su defecto, de la Comisión, derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales, en los términos y para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado.”
 “ARTICULO 179. Los prestadores de los servicios a excepción de los concesionarios, exigirán el pago de los créditos fiscales que determinen a cargo de los usuarios, que no hayan sido cubiertos o garantizados dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, previsto en el Código Fiscal del Estado. 

Los prestadores de los servicios públicos a que se refiere el párrafo anterior, podrán autorizar el pago diferido o en parcialidades de los créditos fiscales a cargo de los usuarios, en los términos que al efecto establece el propio Código Fiscal del Estado, siempre y cuando el plazo no exceda de doce meses.”
Por su parte la - Ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de Servicios Públicos del Organismo Operador Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de, Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P. señala que el cobro por concepto de descargas contaminantes (saneamiento) será de manera trimestral, al señalar textualmente lo siguiente.
“ARTICULO 23. Las presentes cuotas y tarifas son independientes del respectivo cobro por concepto de descargas contaminantes (saneamiento) que se emitirá independientemente y de manera trimestral, únicamente a los usuarios no domésticos, en caso de que éstos sobrepasen los límites máximos permisibles en su descarga de agua residual, establecidos en la Norma Técnica Ecológica NTE-SLP-AR-001/05 y/o Norma Oficial Mexicana NOM-002-SEMARNAT-1996, o aquella vigente en la fecha de emisión.”
“ARTÍCULO 24. Los adeudos con cargo a los usuarios en favor del Organismo Operador del Agua derivados de la presente Ley de Cuotas y Tarifas tendrán el carácter de créditos fiscales siendo aplicable de manera supletoria las disipaciones que establezca el Código Fiscal del Estado y la Ley de Aguas para el Estado de san Luis Potosí y como tales, serán susceptibles de multas, recargos, actualizaciones y demás gastos accesorios.”
De conformidad con lo previsto en el artículo 23 de la Ley de Cuotas y Tarifas anteriormente trascrito y relacionado con el numeral 179 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; el cobro de la contraprestación de los servicios públicos por concepto de descargas contaminantes, se deberán de realizar de manera trimestral, por lo que después de que no hayan sido cubiertos o garantizados dentro de los quince días hábiles siguientes a la notificación de dicha contraprestación; la Autoridad tiene la facultad de requerir el cobro del crédito fiscal mediante el procedimiento administrativo de ejecución, previsto en el Código Fiscal del Estado.
Por tanto conforme a los dispositivos anteriores, el cobro relativo a las descargas de aguas residuales, constituye una contribución en su modalidad de derecho a cargo de los particulares de carácter trimestral, la cual debe ser pagada a partir del día siguiente al del trimestre de la causación; esto es, al del trimestre que es el periodo cuando se realizó el hecho o acto jurídico previsto en la ley, naciendo así la obligación fiscal, es decir, la obligación fiscal nace cuando se realiza la situación jurídica o de hecho prevista en la ley, misma que se determinara y liquidara conforme a lo dispuesto en la ley.
En ese sentido en el caso que nos ocupa, se tiene que en el oficio **********, emitido por el Organismo demandado,  mismo que obra a fojas 30 y 31 del expediente que merece valor probatorio pleno en temimos del artículo 72 fracción I del Código Procesal administrativo, contempla entre otros datos y conceptos, el de los periodo de cobro siguientes.
	Año 2014
	Año 2015
	Año 2016
	Año 2017
	Año 2018

	1er  Trimestre

(enero, febrero, marzo)


	1er  Trimestre

(enero, febrero, marzo)


	1er  Trimestre

(enero, febrero, marzo)


	1er  Trimestre

(enero, febrero, marzo)


	1er  Trimestre

(enero, febrero, marzo)



	2° trimestre 

(abril, mayo, junio)
	2° trimestre 

(abril, mayo, junio)
	2° trimestre 

(abril, mayo, junio)
	2° trimestre 

(abril, mayo, junio)
	2° trimestre 

(abril, mayo, junio)

	3er trimestre (julio, agosto, septiembre)
	3er trimestre (julio, agosto, septiembre)
	3er trimestre (julio, agosto, septiembre)
	3er trimestre (julio, agosto, septiembre)
	3er trimestre (julio, agosto, septiembre)

	4° trimestre (octubre, noviembre, diciembre)
	4° trimestre (octubre, noviembre, diciembre)
	4° trimestre (octubre, noviembre, diciembre)
	4° trimestre (octubre, noviembre, diciembre)
	4° trimestre (octubre, noviembre, diciembre)


La emisora del acto señala como periodos de pago veinte trimestres, correspondientes al primer trimestre (enero-febrero-marzo), segundo trimestre (abril-mayo-junio), tercer trimestre (julio-agosto-septiembre) y cuarto trimestre (octubre-noviembre-diciembre) respectivamente de los años, dos mil catorce, dos mil quince, dos mil dieciséis, dos mil diecisiete y dos mil dieciocho; sin que exista dato y/o documento alguno del que se desprenda que con fecha anterior al documento denominado invitación de pago, se haya hecho del conocimiento de la persona moral actora el recibo de cobro y/o requerimiento de pago de los trimestres antes precisados, para que así se pueda tener certeza de la fecha de notificación del requerimiento de pago o recibo de cobro;  por lo que para poder tener una referencia de la fecha de requerimiento de pago de cada uno de los periodos se determinara el día siguiente al a que concluya el trimestre, es decir, inmediatamente al siguiente día después de cada trimestre, pues como ya se dijo el cobro del servicio de descarga de residuos constituye una contribución en su modalidad de derecho a cargo de los particulares de carácter trimestral, la cual debe ser pagada a partir del día siguiente al del trimestre de la causación, de tal manera que es a partir de ese día que la autoridad tenia para exigir el pago, habida cuenta que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 179 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la autoridad podrá requerir el pago de los créditos fiscales que no hayan sido cubiertos dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación, mediante el procedimiento administrativo de ejecución previsto en el Código Fiscal del Estado.
Por tanto, como quedo reseñado con anterioridad, de conformidad con el artículo 38 del Código Fiscal del Estado, en relación con el 178 de la Ley de Aguas del Estado,  la obligación de pago de un crédito fiscal caduca a favor del contribuyente en un plazo de cinco años a partir de que pudo ser legalmente exigido, es decir que la autoridad demandada tiene vigentes sus facultades de cobro en un plazo de cinco años a partir de la fecha en que este pudo ser exigido.

En ese sentido se tiene que el periodo más reciente de los que opera la caducidad es el segundo trimestre del año dos mil diecisiete (abril-mayo-junio de dos mil diecisiete), el cual tendría como fecha de pago el primero de julio del dos mil diecisiete, ello en virtud de las siguientes razones: 

a).-  La obligación fiscal nace cuando se realiza la situación jurídica o de hecho prevista en la ley, la cual se determinara y liquidara conforme a las disposiciones vigentes al momento de su nacimiento.

b).- El cobro del servicio de descarga de residuos constituye una contribución en su modalidad de derecho a cargo de los particulares de carácter trimestral.
c).- De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 179 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la autoridad podrá requerir el pago de los créditos fiscales que no hayan sido cubiertos dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación, mediante el procedimiento administrativo de ejecución previsto en el Código Fiscal del Estado.
d) No existe documento alguno en autos del que se desprenda que el Organismo demandado haya hecho del conocimiento de la empresa actora el recibo de cobro en los días siguientes a que concluyo cada trimestre que ahora son materia de cobro.  

e).- La parte actora manifiesta que tuvo conocimiento de la determinación  del crédito fiscal correspondiente al pago por descarga de contaminantes a la red de drenaje municipal, por los periodos antes precisados,  el pasado veinte de septiembre del dos mil veintidós, situación que no fue desvirtuada por la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda.

f).- El segundo trimestre del dos mil diecisiete  (abril-mayo-junio de dos mil diecisiete), tendría como fecha de pago el primero de julio del dos mil diecisiete, considerando que la obligación fiscal nace cuando se realiza la situación jurídica o de hecho prevista en la ley.
g).- La Autoridad puede realizar la determinación del crédito fiscal un día después de concluido el trimestre, es decir a partir del primero de julio del dos mil diecisiete, fecha en la que la demandada estaba en posibilidad jurídica de requerir el pago.

Es entonces que para que opere la  caducidad de la facultad de la Autoridad para determinar dichos créditos, tiene que transcurrir cinco años, a partir del día primero de julio del dos mil diecisiete, sin que dicho periodo se haya suspendido durante el ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad y durante la tramitación de los medios de defensa y juicios.
Por lo que el término de cinco años se cumplió el primero de julio del dos mil veintidós, y siendo que la parte actora tuvo conocimiento del acto impugnado el pasado veinte de septiembre del dos mil veintidós, tal y como se desprende del escrito inicial de demanda, situación que no fue desvirtuada por la autoridad demandada; se advierte que respecto de ese periodo y anteriores, que a esa fecha ya había caducado las facultades de la autoridad demandada para determinar créditos fiscales, motivo por el cual es de declarase su nulidad lisa y llana.
Por tanto,  toda vez que ya se ha demostrado que el periodo correspondiente al segundo trimestre del dos mil diecisiete (abril-mayo-junio del dos mil diecisiete) ya había caducado, a la fecha en que tuvo conocimiento la parte actora de este juicio, resulta obvio que los anteriores también corran con la misma suerte, es decir que la determinación de adeudos de esos periodos no era posible, en atención a que ya había caducado la facultad de la autoridad para su determinación. 
Motivo por el cual es de declararse la caducidad de 11 trimestres que corresponden a 42 meses de adeudo, los cuales se hacen consistir en los siguientes periodos:
	2014
	1er Trimestre
	Enero, febrero, Marzo


	12 meses

	
	2° Trimestre
	Abril, Mayo, junio


	

	
	3er Trimestre
	Julio, Agosto, septiembre


	

	
	4° Trimestre
	Octubre, Noviembre, diciembre

	

	2015
	1er Trimestre
	Enero, febrero, Marzo


	12 meses

	
	2° Trimestre
	Abril, Mayo, junio


	

	
	3er Trimestre
	Julio, Agosto, septiembre


	

	
	4° Trimestre
	Octubre, Noviembre, diciembre


	

	2016
	1er Trimestre
	Enero, febrero, Marzo


	12 meses

	
	2° Trimestre
	Abril, Mayo, junio


	

	
	3er Trimestre
	Julio, Agosto, septiembre


	

	
	4° Trimestre
	Octubre, Noviembre, diciembre


	

	2017
	1er Trimestre
	Enero, febrero, Marzo


	6 meses

	
	2° Trimestre
	Abril, Mayo, junio


	


Ordenándose en consecuencia al Organismo Operador Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez la cancelación de dicho adeudo de sus registros y sistemas de control aplicables; haga las anotaciones, ajustes o afectaciones contables que sean pertinentes a efecto de que el crédito fiscal correspondiente a los periodos que han quedado precisados en el presente considerando, sean dados de baja o cancelado de los controles manuales o informáticos, padrones, o cualquier tipo de sistema de control administrativo con que el Organismo cuente, a efecto de que no vuelva a ser exigido al Gobernado, notificándole sobre las acciones que realice, informando a este Tribunal del cabal cumplimiento de lo ordenado.

SEPTIMO.- Una vez puntualizado lo anterior, y toda vez que se ha declarado la nulidad lisa y llana de los periodos mencionados en el considerando anterior, esta Segunda Sala Unitaria procede al estudio del restante concepto de impugnación, respecto de los periodos subsistentes, que son los siguientes: 

	2017
	3° Trimestre
	julio, agosto, septiembre



	
	4° Trimestre
	octubre, noviembre, diciembre



	2018
	1er Trimestre
	enero, febrero, Marzo



	
	2° Trimestre
	abril, Mayo, junio



	
	3er Trimestre
	julio, Agosto, septiembre



	
	4° Trimestre
	octubre, Noviembre, diciembre




Al respecto la actora en el escrito de recurso de revisión hace valer como agravio primero el que la emisora del acto materia del recurso, omitió citar los fundamentos  que le otorgan competencia para la emisión del acto.
Sin embargo el agravio que hace valer la parte actora resulta infundado pues contrario a su afirmación, la emisora del acto si cita el fundamento legal del que se desprende su competencia para la emisión de los actos de la naturaleza de que se trata.

Lo anterior es así, ya que del análisis integro de la resolución administrativa contenida en el oficio **********, emitido por el Organismo demandado, de fecha 29 de junio de 2022 dirigido a la empresa ahora actora, se aprecia que dentro de los normativos que cita como fundamento de su actuación se hace referencia al artículo 47 fracción IV, del Reglamento Interno del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez. INTERAPAS.

El citado dispositivo legal y reglamentario que cita la autoridad demandada para fundamentar su competencia en el acto que se analiza, es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 47. La Dirección de Comercialización cuenta con facultades para ejercer las siguientes funciones:
(…)
IV.- Aplicar las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento, aprovechamiento y disposición de aguas residuales crudas y tratadas, de acuerdo a la Ley de Cuotas y Tarifas y Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, vigentes, además de aplicar la actualización tarifaria aprobada. Asimismo, notificar y gestionar el cobro a las empresas y/o particulares por sobrepasar los límites máximos permisibles de contaminantes descargados a la red de drenaje municipal en los términos de la legislación ambiental aplicable, determinar y aplicar las multas o sanciones derivadas de las visitas de inspección por incumplimiento a la Ley en la materia en el ámbito de su competencia, así como cobrar el registro y permisos de descarga, y demás conceptos relacionados con el control de descargas que le sean remitidos por el área administrativa responsable de generarlas;”

(….)
Del contenido del precepto legal citado por la autoridad en el acto impugnado, se advierte que se refiere a las facultades de la Dirección de comercialización; dentro de las cuales se encuentra la de notificar y gestionar el cobro a las empresas y/o particulares por sobrepasar los límites máximos permisibles de contaminantes descargados a la red de drenaje municipal en los términos de la legislación ambiental aplicable, determinar y aplicar las multas o sanciones derivadas de las visitas de inspección por incumplimiento a la Ley en la materia en el ámbito de su competencia, así como cobrar el registro y permisos de descarga, y demás conceptos relacionados con el control de descargas que le sean remitidos por el área administrativa responsable de generarlas.
En ese tenor la autoridad demandada si cita la norma legal reglamentaria  que establece la facultad especifica que se esté ejerciendo en el caso concreto, pues cita el artículo así como la fracción de la disposición reglamentaria que expresamente le confieren competencia para emitir el acto administrativo materia del recurso interpuesto ante la demandada, lo que implica que si invoca la porción normativa exacta que le otorga la facultad para actuar en el sentido en que lo hizo, en la medida de que las normas que se debe citar como fundamento de la competencia, son las que establecen la facultad especifica que se esté ejerciendo en el caso concreto.

Conforme a lo anterior, se tiene que la autoridad emisora del acto impugnado si cumplió con la exigencia de precisar su competencia con base en el reglamento que le otorga la atribución ejercida. De ahí lo INFUNDADO del agravio que hace valer la empresa actora respecto a la falta de fundamentación de la competencia del Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, por lo que subsiste la legalidad del cobro relativo a los periodos que han quedado precisados en el presente considerando, al no haber sido desvirtuada por la accionante.
En esa tesitura, esta Sala Unitaria concluye, que el oficio **********, emitido por el Director de Comercialización del Organismo antes citado, de fecha 29 de junio de 2022 dirigido a la empresa ahora actora, se ubica en la causal de ilegalidad e invalidez prevista por el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado; lo que conlleva a determinar su nulidad parcial, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 y 252 del propio ordenamiento legal; para el efecto de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, expida un nuevo acto en el que 
a) Prescinda de cobrar el adeudo correspondiente a los periodos de los meses de enero, febrero, marzo, abril, mayo junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre de los años: dos mil catorce, dos mil quince y dos mil dieciséis, y del año dos mil diecisiete el mes de enero, febrero, marzo, abril, mayo y junio, por haberse actualizado la figura de la caducidad a favor del contribuyente conforme a lo previsto en el artículo 38 del Código Fiscal del Estado.
b) Determine como cantidad susceptible de cobro al hoy actor por descarga de contaminantes a la red de drenaje municipal referente al domicilio que precisa en el acto materia del recurso, única y exclusivamente la contraprestación correspondiente a los periodos siguientes.
· Del año 2017; el tercero y cuarto trimestre (julio-agosto-septiembre-octubre-noviembre-diciembre);

· Del año 2018; el primero, segundo, tercero y cuarto trimestre (enero-febrero-mrzo-abril-mayo-junio-julio-agosto-septiembre-octubre-noviembre-diciembre).

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ y Nulidad Parcial del acto consistente en el oficio **********, emitido por el Director de Comercialización del Organismo antes citado, de fecha 29 de junio de 2022 emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, decretándose la NULIDAD PARCIAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto y Séptimo de la presente sentencia.
TERCERO.- Notifíquese.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
�  Época: Décima Época, Registro: 2015884, Instancia: Plenos de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 49, Diciembre de 2017, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: PC.XXVII. J/11 A (10a.), Página: 1504 





� “ARTÍCULO 252. (…)


Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”





